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	Hora: 
	 5:30 p.m.

	Imputado: 
	José Jhon Moncada Mejía

	Cédula de ciudadanía No:
	10’104.124 de Pereira

	Delito:
	Tráfico de Estupefacientes

	Ofendida:
	La Sociedad

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la Defensa contra la sentencia de condena proferida el pasado dos (2) de Junio/06.


Se pronuncia la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- El día cinco (5) de abril del año que transcurre, en horas de la noche, fue sorprendido el señor MONCADA MEJÍA cuando comercializaba sustancia vegetal prohibida. Al momento de su aprehensión le fueron incautados catorce (14) gramos netos de hierba que al ser confrontada por el laboratorio de toxicología forense resultó ser marihuana.
1.2.- En un primer momento ante el señor Juez de Control de Garantías, el indiciado no aceptó los cargos que le fueron imputados; posteriormente, previo un preacuerdo con la Fiscalía, admitió responsabilidad por la venta del psicotrópico a cambio de obtener como beneficio una disminución del 50% de la pena.
1.3.- Con ocasión del preacuerdo, el asuntó llegó al conocimiento de la señora Juez Tercero Penal del Circuito de esta capital, autoridad que profirió un fallo de mérito por medio del cual lo declaró penalmente responsable, le impuso una pena de treinta y dos (32) meses de prisión, al igual que una multa por valor de $544.000.oo que podría ser amortizada mediante trabajo, y le negó tanto el subrogado de la condena de ejecución condicional como el sustituto de la prisión domiciliaria, en consecuencia, ordenó que la sanción se hiciera efectiva en centro de reclusión.
1.4.- Con esa determinación no estuvo conforme la defensa y la impugnó, es el motivo para que la actuación se encuentre ante esta Corporación.
2.- El Debate

La señora juez a quo negó todo beneficio liberatorio con fundamento en:
- El aspecto objetivo tanto para el subrogado como para el sustituto, se cumplen, no así el requerimiento subjetivo.

- Se trata de una persona sana de cuerpo y mente, en plena capacidad para laborar; sin embargo, ha querido incrementar sus ingresos envenenando a la comunidad. No opera el factor de necesariedad, pues es persona sin obligaciones económicas, que no requiere de esta actividad ilícita.
- El pronóstico de resocialización, en su caso, es negativo, toda vez que su conducta deja mucho que desear en consideración a las graves repercusiones sociales que la venta de estupefacientes genera, así sea a pequeña escala.
- Es verdad que aceptó finalmente los cargos, pero por ello ya se le concede el condigno descuento punitivo.
La oposición que presenta el togado hace relación precisamente con esa argumentación y para rebatirla expuso ante este Tribunal:

La señora Juez consideró necesaria una visita socio-familiar para efectos de analizar la posibilidad o no de conceder la medida sustitutiva. Muy a pesar de ser el resultado de esa visita favorable para su procurado, la decisión le fue adversa. Lo dice así porque lo observado es que se trata de un medio familiar unido y estable, en la cual le brindan apoyo a su defendido, pues es persona que ha atravesado crisis en su vida de relación. 

No debería negársele esta posibilidad por el hecho de que no estén a su cargo sus hijos; además, se encuentra enfermo pues sufre de hipertensión y problemas de colón, razón por la cual no es conveniente que permanezca en cautiverio.

No se tuvo en cuenta que es persona sin antecedentes penales, quien ha aceptado los cargos y que lo que le fue incautado es demasiado poco pues no supera la dosis personal. La actividad de expendio que se le está atribuyendo es por tanto en pequeña cantidad y no es situación que pueda calificarse como extremadamente grave. 

A su juicio, por tanto, hay lugar a tener por acreditado a su favor el requisito subjetivo y en esos términos se debería revocar la negativa del beneficio para que recobre su libertad, en aras de dar aplicación a ese factor humano por el cual propende la nueva codificación.

3.- La Decisión

Sea lo primero decir, que el requisito de orden objetivo por el monto de pena a imponer no sería obstáculo para la concesión de la liberación que se solicita. Son otros entonces los factores que se deben estudiar y por los cuales se ha considerado por la señora Juez que el aprehendido debe purgar intramuralmente la sanción.

Muy a pesar del esfuerzo por parte de la defensa en obtener para el señor JOSÉ JHON una determinación que lo favorezca, a cuyo efecto resalta el medio familiar en el cual se desenvuelve, lo mismo que la ausencia de pasado judicial y hasta la poca cantidad de hierba que se le sorprendió expendiendo, es innegable que existen serios elementos de juicio para sostener la negativa tanto para el subrogado como para la sustitución de la ejecución de la pena por la domiciliaria, por lo siguiente:
Este Tribunal, en múltiples pronunciamientos, como no podía ser de otra manera, ha insistido en la necesidad de estimar el verbo rector transgredido por la conducta que se juzga a efectos de ponderar el diagnóstico pronóstico de una eventual rehabilitación. En ese sentido, se ha entendido que no es lo mismo el acto de expendio que el simple porte para el consumo, acerca de lo cual, creemos, no puede haber discusión. 
No obstante esa apreciación, en ciertas situaciones especiales también se han concedido beneficios para los casos de venta de estupefacientes, pero únicamente por vía de excepción, es decir, cando han mediado apremiantes razones de índole personal o familiar que pongan en serias dudas la necesidad ineludible de un cumplimiento efectivo de la pena.
Por obvias razones, este no es un caso de excepción, pues lo único que se infiere de la visita socio-familiar oportunamente introducida a la actuación, es que el señor MONCADA MEJÍA, como bien lo entendió la Juez a quo, no es persona de la cual dependa la existencia de otras, antes bien, es a él a quien se le brinda ayuda por parte de un colateral. No es ni siquiera persona necesitada de este tipo de infracciones a la ley, se trata simple y llanamente del deseo de obtener un ingreso adicional a costa el perjuicio ajeno.
Está bien la argumentación acerca de la carencia de antecedentes, lo mismo que la aceptación de cargos; sin embargo, ni lo uno ni lo otro opaca la afirmación que sustenta la negativa por parte de la señora Juez, que no es otra que la gravedad del hecho atribuido consistente en la venta de estupefacientes. No por el hecho de carecer de antecedentes la conducta deja de ser menos grave; tampoco la aceptación de unos cargos torna menos censurable la infracción. Precisamente el sustancioso descuento de pena al cual se ha hecho merecedor debe colmar la expectativa de la parte.

Ahora bien, en cuanto a que la cantidad de sustancia incautada es poca y que no merece mayor reproche, ello sería atendible como elemento de juicio relevante para la decisión a adoptar, si estuviésemos en presencia de otro de los verbos rectores, pero en tratándose de la venta, lo único que nos indica es que estamos frente a un expendedor de bajo perfil, que no se arriesga con cantidades mayores pero que soterradamente está ocasionando un gran daño a la colectividad. Es lo que se ha dado en llamar el “tráfico hormiga” que amerita por obvias razones una atención especial, tanto para no pecar por exceso en la sanción, como para no hacer caso omiso a los controles que la situación amerita.
La pena fue la mínima posible con todos los descuentos de ley y en ello no encuentra reparo el Tribunal; empero, la negación tanto del subrogado como de la sustitutiva deprecada se impone en consideración a que no está dada para el caso particular alguna situación personal o familiar que amerite tomar una determinación contraria a la adoptada en la primera instancia.

Asunto final

Observa la Sala en relación con la multa impuesta, que la providencia no hace precisión respecto de la autoridad a cuyo favor debe consignarse la misma, por ello, es necesario puntualizar que efectivamente, tal suma debe quedar bajo la administración del Consejo Nacional de Estupefacientes por virtud de lo dispuesto en el artículo 62 de la ley 30 de 1986, norma especial todavía vigente.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso, pero lo ACLARA  en cuanto la pena principal de multa impuesta al señor JOSÉ JHON MONCADA MEJÍA debe ser consignada a favor del Consejo Nacional de Estupefacientes.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                 IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

  IVANOV ARTEAGA GUZMÁN                  

La Secretaria de la Sala, 

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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